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               PROYECTO DE LEY 
El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan a fuerza de 

Ley de Abordaje Integral de la Trata de Personas y la Explotación Sexual
TITULO 1                                                                                                              

Art. 1°- Derogación: Derogase la Ley Provincial 14.453
Art. 2°- Prohibición: Queda prohibido, en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires, la instalación, funcionamiento, regenteo, sostenimiento, promoción, publicidad, administración o explotación bajo cualquier forma, modalidad o denominación, sea de manera ostensible o encubierta, de lugares de alterne y/o de explotación de la prostitución ajena, ya sea que estas actividades se realicen en un mismo o en distinto espacio físico, cualesquiera sean sus denominaciones.

 
Ningún funcionario público podrá autorizar como actividad lícita la explotación de la prostitución ajena y/o el alterne en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires.
 Art. 3°- Definiciones: A los efectos de la presente Ley entiéndase por:

 
a) alterne: a la acción de tratar o socializar con clientes para estimular el consumo y/o gasto en su compañía.

 
b) explotación de la prostitución ajena: a la obtención de beneficios financieros u otros beneficios materiales, lucro, ganancia o comisión por la explotación sexual o el ejercicio de la prostitución de, terceras personas, haya prestado o no esta tercera persona su consentimiento.

Art. 4° -Jurisdicción: Esta Ley regirá en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires. 
Art. 5°- Clausura: Se dispone la inmediata clausura a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires de whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, boites, casas de tolerancia, saunas, casas de masajes y cualquier otro establecimiento donde actualmente se ejecuten las actividades descritas en el artículo 2, sean éstos con acceso abierto o restringido, en los términos y condiciones de esta norma y de acuerdo con el procedimiento que se establezca por vía reglamentaria, facultándose a la Órgano de Aplicación a adoptar las medidas necesarias y conducentes a tales fines.

          En el caso de constatarse la realización de las actividades prohibidas en el artículo 2 de                     la presente ley, de pleno derecho queda caduco el permiso o la 
habilitación para funcionar que se haya otorgado a través del organismo correspondiente, aún cuando ese permiso fuera para una actividad lícita.

Art. 6°- Multas: Las violaciones a las disposiciones de la presente Ley serán sancionadas por el organismo de aplicación con clausura inmediata y definitiva del local, sin perjuicio de las multas que a continuación se establecen:

a) A las personas que sostengan, administren o regenten los lugares donde se constaten las actividades prohibidas en el artículo 1 de la presente ley se les aplicará una multa de 8 a 12 UM (unidades multa).

b) A las personas que instalen y/o pongan en funcionamiento establecimientos que desarrollen las actividades prohibidas en el artículo 2 de la presente ley se les aplicará una multa de 12 a 16 UM (unidades multa).

c) A las personas que resulten ser titulares del comercio que haya incurrido en las actividades prohibidas en el artículo 2 se les aplicará una multa de 16 a 20 UM (unidades multa).

d) A quienes promocionen y/o publiciten las actividades prohibidas en el artículo 2 de la presente Ley y/o lugares donde éstas se desarrollen, se les aplicará una multa de 8 a 12 UM (unidades multa).

e) En caso de reincidencia se aplicará el valor de la multa duplicado.

Art. 7°-Reincidencia: Será considerado reincidente el que cometiere nueva infracción a la presente Ley una vez que el acto sancionatorio haya quedado firme. 

Art. 8° –Competencia exclusiva y excluyente: Él único organismo autorizado para realizar las clausuras y aplicar las multas es el organismo de aplicación y sus unidades descentralizadas. La policía no cuenta con potestad para realizar los operativos y clausuras. Aquellos operativos y clausuras realizados sin la intervención rectora de la autoridad de aplicación son nulos y acarrea sanciones para aquellos/as funcionarios/as públicos/as que actúen por fuera de su competencia administrativa.
Art. 9°- Unidad Multa: Institúyase con la denominación “Unidad de Multa” (UM) la unidad de referencia relacionada al valor de un salario mínimo de la administración pública bonaerense.
Art. 10°- Inhabilitación: Además de las multas establecidas en el artículo 6, el infractor será inhabilitado por un período de 5 años para el ejercicio de cualquier actividad comercial dentro del territorio provincial.
Art 11° -Notificación a propietarios/as: Si el local fuere alquilado, dado en comodato, en préstamo de uso, etc., los locatarios, locadores, propietarios y/o quienes resulten responsables del inmueble, serán notificados de la clausura dispuesta y sus motivos, sin perjuicio de la responsabilidad que les pudiese caber pudiese caberles por la infracción a la esta Ley.

Art. 12°- Obligación de cooperar: Los propietarios y/o responsables de los establecimientos sujetos a inspección están obligados, en todo momento, a permitir el acceso del personal del órgano de aplicación a fin de llevar a cabo las tareas de fiscalización e inspección pertinentes.

 
El incumplimiento o negativa de lo dispuesto en el párrafo anterior los hará pasibles de la sanción prevista en el artículo 6 inc. a).
Art. 13°- Deber de informar al fiscal: Sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 6 el organismo de aplicación deberá informar, dentro de las 48 horas, de cualquier clausura efectuada, con copia autenticada u original, al fiscal de instrucción que por turno corresponda sobre la actuación. En caso de constatarse elementos que pudieran presumir alguna situación de trata de personas deberá informarse de manera conjunta al juez Federal.

Art. 14°-Deber de comunicar: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, una vez constatada la infracción, el organismo de aplicación deberá comunicar las actuaciones a:

1. Dirección General de Rentas de la Provincia de Buenos Aires.

2. Administración Federal de Ingresos Públicos.

3. Ministerio de Trabajo de la Provincia.

4. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

5. Oficina municipal que corresponda en cada caso, encargada de emitir el instrumento correspondiente para la habilitación del comercio.

6. Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires.

7. Consejo Provincial de las mujeres.

8. Cualquier otro organismo municipal, provincial y/o nacional que resulte pertinente.

Art. 15° -Resguardo de los derechos de las personas: En todos los procedimientos que se realicen con motivo de la aplicación de la presente Ley, se deberá resguardar de manera íntegra los derechos de las personas que se encuentren en el lugar. A tal fin se tendrá especial atención en aplicar las disposiciones de la Convención Interamericana para prevenir la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la ley Nacional 26.485 de Protección Integral para Prevenir sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se desarrollan sus relaciones interpersonales, Ley 26.364 de Prevención Y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, la Convención de Derechos del Niño, la Ley Nacional 26.061 de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, la ley 13.298 de la Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños y cualquier otra normativa sobre la materia.


El organismo de aplicación deberá ofrecer y brindar la protección y contención adecuada a cualquier persona que se encuentre en situación de prostitución o explotación en el establecimiento inspeccionado, sin distinción alguna y en forma inmediata, y por el tiempo que sea necesario para dar cumplimiento a la legislación mencionada en el párrafo precedente.

Art. 16°- Registro de infractores: Créase el Registro de Infractores de la presente Ley a efectos de la inhabilitación establecida en el artículo 10, el que funcionará en la órbita de la autoridad de aplicación. Es facultad de esta dar respuesta a los pedidos de información que realicen las municipalidades de la provincia. El contenido del mismo será público y estará disponible en un sitio web.
La Autoridad de Aplicación establecerá el procedimiento para su elaboración, actualización e inscripción.

Art. 17°-Constatación en el registro: Las oficinas municipales con competencia para la habilitación de actividades comerciales no podrán otorgar permisos ni habilitar local alguno hasta constatar, mediante el Registro de Infractores mencionado en el artículo  16, que el titular interesado no se encuentra incurso en la inhabilitación del artículo 10.

Art. 18°-Equipo técnico: El órgano de aplicación realizará las inspecciones a través de un equipo técnico que se integrará con profesionales de la psicología, del trabajo social y abogados, además del personal administrativo, con funciones de inspectores, y con el auxilio de la fuerza pública.

Art. 19°-Procedimiento: Al momento del ingreso al establecimiento el personal del órgano de aplicación requerirá la exhibición de las habilitaciones y de los permisos municipales y fiscales, tanto nacionales como provinciales de los cuales deberá extraer copia o testimonio a través del medio tecnológico con el que se cuente.


El equipo de profesionales brindará la contención y el asesoramiento que sean requeridos en caso de constatarse la presencia de personas en situación de prostitución y/o explotación.


El personal administrativo labrará un acta donde quede constancia de la documentación relevada, los datos filiatorios de las personas que se encuentren en el establecimiento, detallando el rol y la función que cumple cada persona. Deberá registrarse la actuación mediante soporte fotográfico y de video con audio.


Labrada el acta se le correrá traslado al presunto infractor, de ser posible en el acto de inspección, para que en el plazo de 5 (cinco) días formule el descargo pertinente y ofrezca prueba. Producidos éstos dentro del plazo de 5 (cinco) días, se procederá a dictar la correspondiente resolución.


Las comunicaciones a las que se refieren los artículos 10, 13 y 14 de la presente Ley se producirán dentro de las 48 horas de labrada el acta. La resolución que decida sobre la inspección también será informada. 

Subsidiariamente se aplicará conforme a lo normado por la Ley 7647 de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires.

Art. 20°-Apelación:   El recurso de apelación podrá interponerse ante el órgano de aplicación, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la resolución. El órgano de aplicación lo elevara al juzgado contencioso-administrativo que corresponda.
Art. 21°-Regla de interpretación: Las normas de la presente Ley serán interpretadas en protección de las personas en situación de prostitución, sea en forma voluntaria o no y de las víctimas de trata de personas. 

TÍTULO 2

CAPÍTULO I

Creación - Domicilio Legal

Art. 22°-Creación: Crease el “Instituto Provincial de Lucha contra la Explotación Sexual Ajena y la Trata de Personas” (IPLESyT) que se constituye como un ente autárquico con potestad administrativa sancionadora y que se regirá por las disposiciones de la presente Ley. 

 
Las relaciones con el Poder Ejecutivo provincial se establecerán a través del Ministerio de Desarrollo Social.

Art. 23°- Domicilio: El domicilio legal del IPLESyT será el de su sede central en la ciudad de La Plata.

Art. 24°- Facultades: A los efectos del cumplimiento de sus objetivos podrá crear o suprimir delegaciones en todo el ámbito del territorio provincial, ajustándose a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.

CAPÍTULO II

Objetivos –Funciones

Art. 25°-Objetivos: El IPLESyT tendrá por misión: 

1) Constituirse en órgano de aplicación de la presente ley. Para el cumplimiento de las funciones que se le atribuyen en esta Ley, el IPLESyT tendrá las más amplias funciones administrativas.
2) Asistir con equipos técnicos idóneos a los órganos judiciales nacionales o provinciales que lo requieran en el cumplimiento de medidas judiciales y en la asistencia a víctimas de delitos de explotación sexual ajena, proxenetismo, promoción y/o facilitación de la prostitución, trata de personas, y cualquier otro delito relacionado con los anteriores.

3) Brindar asistencia en forma integral y oportuna a las personas en situación de prostitución y a las víctimas de trata de personas, asegurándoles el acceso gratuito, rápido y eficaz a los derechos reconocidos en los tratados internacionales y en las leyes de la Nación y de la Provincia.

4) Promover campañas de sensibilización y concientización sobre la explotación de las personas en situación de prostitución y las víctimas de trata de personas.

5) Contribuir a la educación  y difusión de la temática, diseñar contenidos curriculares para la enseñanza básica y superior.
Art. 26°- Funciones: Son funciones del IPLESyT las siguientes:

1) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente Ley.

2) Constituir equipos interdisciplinarios especializados para asistir a los órganos judiciales y/o fuerzas de seguridad nacionales o provinciales que lo requieran.

3) Articular y coordinar las acciones para el cumplimiento de la presente Ley, con las distintas áreas involucradas a nivel nacional, provincial y municipal, y con los ámbitos universitarios, sindicales, empresariales, las organizaciones de defensa de los derechos humanos y otras de la sociedad civil con competencia en la materia.

4) Promover políticas tendientes a la revinculación social y laboral de las personas en situación de prostitución y de las víctimas de trata de personas 

5) Brindar atención coordinada con el área de salud a fin de que toda persona en situación de prostitución y toda víctima de trata de personas puedan recibir asistencia médica y psicológica gratuitas;

6) Brindar atención coordinada con el área social a fin de poner en práctica programas de asistencia destinados a promover la inclusión de las personas en situación de prostitución o víctimas de trata de personas en los planes y programas de fortalecimiento y promoción social

7) Establecer programas de asistencia económica para el autovalimiento de las personas en situación de prostitución o víctimas de trata de personas.

8) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la inserción laboral de las personas en situación de prostitución y víctimas de trata de personas.

9) Implementar una línea telefónica gratuita y accesible en forma articulada dentro de la provincia de Buenos Aires a través de organismos gubernamentales pertinentes, destinada a dar contención, información y asesoramiento sobre recursos existentes en materia de prevención de la explotación de la prostitución y de asistencia a quienes la padecen, así como para recibir denuncias.
10)  Organizar e implementar procedimientos destinados a fomentar la inclusión social y/o laboral de las personas en situación de prostitución. A tal fin las áreas sociales y de promoción del empleo establecerán cupos para la asignación de subsidios, planes sociales y oportunidades laborales o de fomento de cooperativas de trabajo y micro emprendimientos como así también cupos en programas de acceso a la vivienda.

11)  Velar en forma permanente para lograr la salida de la situación de prostitución de toda persona. Paralelamente será función del IPLESyT asistir, asesorar y proteger a aquellas personas que se mantengan en situación de prostitución por cuenta propia.

12) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red, con el fin de desarrollar modelos de atención y prevención interinstitucional e intersectorial, que unifiquen y coordinen los esfuerzos de las instituciones públicas privadas y de la sociedad civil/ sin fines de lucro.

13)  Lograr la sensibilización de la sociedad sobre la problemática de la prostitución, a través de campañas públicas de concientización que hagan foco en el rol del cliente como motor/ engranaje principal de la explotación sexual, la explotación de la prostitución ajena y la trata de personas con fines de explotación sexual, por cuanto implica considerar a las personas en situación de prostitución como objetos de una transacción comercial, lo que vulnera todos sus derechos en tanto sujetos de una sociedad.

14)  Desarrollar campañas públicas destinadas a visibilizar la prostitución y la trata de personas como formas de violencia de género y de esclavitud moderna.

15)  Impulsar la difusión de mensajes y campañas permanentes de sensibilización y concientización dirigidas a contextualizar el problema de la prostitución y la trata con fines de explotación sexual dentro del capítulo de los derechos humanos y de la violencia de género.

16) Promover en los medios masivos de comunicación el respeto por los derechos humanos y el tratamiento de la explotación de la prostitución desde una perspectiva holística e interdisciplinaria.

17)  Brindar capacitación a profesionales de los medios masivos de comunicación en el abordaje de la explotación de la prostitución y la trata de personas.

18)  Brindar capacitación a funcionarios y agentes públicos de todas las ramas del Estado.

19)  Coordinar actividades con organizaciones no gubernamentales especializadas.

20)  Coordinar la entrada de las personas rescatadas durante las inspecciones en los refugios creados por la Ley Provincial 14.473.
21)   Retener bienes muebles al momento de la clausura. Asimismo podrá solicitar a la justicia el dictado de medidas cautelares tales como  el embargo de los bienes inmuebles del que sea propietario el titular del comercio a fin de asegurar la eficacia del procedimiento.
CAPÍTULO III

Recursos

Art. 27°- Recursos: El IPLESyT atenderá sus obligaciones y cumplirá sus fines con los siguientes recursos: 

1. Los fondos que el Presupuesto General de la Provincia destine a tal fin y los que se le acuerden por leyes especiales

2. La totalidad de los importes recaudados en concepto de multas por infracciones a la presente Ley.

3.  Los legados y donaciones que acepte.

4. Otros ingresos provenientes de poderes y/u organismos públicos y/o entidades privadas.

5. El producto del decomiso de bienes y activos originados por la lucha contra la trata de personas y los que surjan de los procedimientos de clausura conforme a la presente ley.
 
La enumeración en el presente artículo es meramente enunciativa y no taxativa.

Art. 28°-Asignación de recursos: Los importes de las multas establecidas en la presente Ley se destinarán en un cien por ciento (100%) para cubrir los gastos de personal, funcionamiento, y todo otro concepto que surja del cumplimiento de las funciones y atribuciones establecidas en la presente Ley al IPLESyT.

CAPÍTULO IV

Gobierno y Administración

Art. 29°-Directorio: El IPLESyT estará a cargo de un Directorio integrado por un (1) Presidente o Presidenta y dos (2) Vocales Titulares, debiendo al menos uno (1) de los Directores ser profesional universitario o universitaria con experiencia en el tema. Todos los miembros del Directorio serán nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de ambas Cámaras de la Legislatura, durarán cuatro (4) años en sus funciones y podrán ser reelegidos. Los miembros del Directorio permanecerán en sus funciones hasta la asunción de los nuevos Directores. El Directorio será asistido por un Consejo Asesor.

Art. 30°-Incompatiblidades: -Los miembros del Directorio deberán gozar de reconocida honorabilidad, no pudiendo formar parte del mismo: 

1. Los condenados por delitos dolosos. 

2. Los declarados judicialmente en quiebra fraudulenta. 

3. Los exonerados, cesanteados o sancionados por comisión de falta grave dentro del ámbito de la administración pública nacional, provincial o municipal.

Art. 31°-Quorum y toma de decisiones: El Directorio sesionará válidamente con dos (2) de sus miembros y sus resoluciones se adoptarán por mayoría, teniendo el Presidente o Presidenta doble voto en caso de empate. 

Art. 32°-Funciones y atribuciones: Las funciones y atribuciones del Directorio son: 

1. Cumplir y hacer cumplir lo normado por la presente Ley y las reglamentaciones que se dicten al efecto.

2. Elaborar el anteproyecto de Presupuesto Anual de Gastos y cálculo de Recursos, el que será elevado al Poder Ejecutivo para su aprobación. 

3. Dictar anualmente resolución sobre memoria y balance general del Instituto y elevarlo al Poder Ejecutivo para su aprobación y posterior publicación. 

4. Rendir cuentas de la administración y gestión de su presupuesto en los términos que indica la Ley N° 13.767 –Ley de Administración Financiera– o la que en el futuro la reemplace. 

5. Nombrar y promover al personal respetando las categorías establecidas dentro de la administración pública central; trasladar, suspender y prescindir de los servicios del personal, conforme a la Ley 10. 430 –Estatuto y Escalafón del para el personal de la Administración Pública. Las remuneraciones del personal se regirán por las que oportunamente fije el Poder Ejecutivo para los empleados de la administración pública centralizada. 

6. Dictar el Reglamento del personal.

7. Realizar convenios con ONGs, universidades, municipalidades o comunas rurales y todo otro organismo que se considere necesario a los fines del cumplimiento de la presente ley.

8. Realizar convenios con entidades públicas nacionales, provinciales, municipales y privadas, ONGs, a los efectos de cumplir con el objetivo de la asistencia integral de personas en situación de prostitución y trata de personas.

9. Contratar todos los servicios necesarios para el mejor funcionamiento del IPLESyT, de acuerdo con las normas vigentes en la materia.

 10. Dictar resoluciones que resuelvan las actuaciones labradas por los inspectores, determinando las multas que pudieren corresponder.

Del Presidente

Art. 33°-Presidencia: -La representación legal del IPLEyT será ejercida por el Presidente del Directorio y sus deberes y atribuciones son las siguientes: 

1. Presidir las sesiones del Directorio, las que se realizarán ordinariamente una vez por semana como mínimo y, adicionalmente, cuando cualquiera de sus miembros lo solicite. 

2. Convocar a sesiones extraordinarias del Directorio cuando lo crea conveniente o lo soliciten dos (2) de sus miembros.

3. Resolver los asuntos que revistan carácter de urgencia, que normalmente sean de competencia del Directorio, dando cuenta a éste en la sesión inmediata a los efectos de su consideración definitiva.

4. Invitar a ONGs. Especializadas e inscriptas por ante la Dirección de Personas Jurídicas para participar en el Consejo Asesor.

5. Invitar a organismos del Gobierno Nacional con asiento en la Provincia, Municipios para participar en el Consejo Asesor.

6. Impulsar las acciones recomendadas por el Consejo Asesor.

7. Promover las acciones judiciales que sean necesarias para el cobro de las multas establecidas en la presente Ley las que se tramitarán según el procedimiento establecido en el Título VI, Libro I del Código Tributario Provincial.

Art. 34°- Secretario Ejecutivo: - La responsabilidad de la ejecución diligente, oportuna y eficaz de las decisiones del Directorio estará a cargo de un Secretario Ejecutivo. Deberá concurrir a las reuniones del Directorio, pudiendo intervenir en ellas con voz pero sin voto, sin perjuicio de que pueda solicitar constancia de sus opiniones en actas. 

Art. 35°- Funciones de la Secretaria Ejecutiva: Las funciones de la Secretaría Ejecutiva son: 

1. Llevar el Registro actualizado que establece el artículo 16 de la presente Ley. 

2. Proceder a las comunicaciones establecidas en los Artículos 10, 13 y 14 y demás comunicaciones que resulten pertinentes.

4. Impulsar el trámite de los expedientes generados por las inspecciones y redactar los proyectos de las resoluciones que corresponda.

5. Elaborar el Anteproyecto de Presupuesto Anual del IPLESyT, el que deberá ser elevado al Directorio para su consideración.

6. Programar y llevar a cabo toda otra tarea administrativa que sea menester para el funcionamiento del organismo y que haya sido aprobada por el Directorio. 

Art. 36°- Requisitos: El Secretario Ejecutivo deberá contar con título universitario o terciario. Ejercerá la representación administrativa del IPLESyT. Deberá suscribir, conjuntamente con el Contador del Instituto, los cheques y demás documentación referida al trámite de ejecución presupuestaria.

Art. 37°- Del Consejo Asesor: El Consejo Asesor estará integrado por un representante del Poder Judicial, designado al efecto por la Suprema Corte de Justicia; un representante del Poder Judicial de la Nación, designado el conjunto de las Excmas. Cámaras Federales de Apelaciones que tienen competencia en la Provincia de  Buenos Aires; un representante de la Honorable Cámara de Diputados, un representante de la Honorable Cámara de Senadores Legislatura, un representante del Ministerio de Desarrollo Social, un representante del Ministerio de Salud Pública, un representante del Ministerio de Educación, un representante del Ministerio de Seguridad, un representante del Ministerio de Justicia, un representante del Ministerio de Trabajo, un representante de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia, un representante de la Secretaría de Niñez y Adolescencia,  un representante del Consejo Provincial de la Mujer y un representante de cada ONG inscripta por ante la Dirección de Personas Jurídicas e invitadas al efecto.

Art. 38°- Vinculación con el Directorio: El Consejo Asesor se reunirá conjuntamente con el Directorio, al menos una vez cada dos meses, a fin de aconsejar líneas de acción en cumplimiento con los objetivos de la presente Ley, y coordinar acciones comunes en materia de asistencia.

Art. 39°- Educación: Incorpórese como contenido curricular en los establecimientos educativos públicos de gestión estatal y privados que integran el sistema educativo provincial, en los niveles inicial, primario, secundario y superior el estudio de todos los aspectos que hacen a la explotación de la prostitución ajena y la trata de personas y de los medios de prevención para no ser víctimas de este flagelo.

Art. 40°- Colaboración con los municipios: El Órgano de Aplicación podrá actuar en colaboración con los municipios a los fines del cumplimiento de la presente Ley.

Art. 41°- Orden público Provincial:  La presente Ley es de orden público provincial.

Art. 42°: Comuníquese. 
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Fundamentos

Como miembros de una sociedad que se enorgullece de ser respetuosa de los derechos de las personas, debemos proponernos firmemente trabajar en pos de eliminar los obstáculos que impiden el ejercicio de los mismos. Con este horizonte, uno de nuestros claros propósitos debe ser terminar con la denominada esclavitud del siglo XXI: la esclavitud sexual.

No somos ajenos, como órgano legislativo, a proponer soluciones a esta problemática. Pertenecemos a un país que tempranamente, en la temática de prostitución, se definió como abolicionista. En 1913, Argentina sancionó la que se denominó “Ley Palacios” (por el apellido de quien fuera su impulsor): fue la primera normativa en todo el continente americano destinada a proteger a las víctimas de la explotación sexual, combatiendo el flagelo y penalizando a los responsables. 

Posteriormente, el Congreso de la Nación sancionó la Ley Nº 12.331 de Profilaxis -en vigencia desde 1936 a la fecha- que prohíbe las casas de citas y prostíbulos, y que en su articulado prevé multas, cierres definitivos y privación de la libertad para quien regenteé y explote estos lugares.

Argentina suscribió también distintos instrumentos internacionales, manifestando su intención de prevenir y combatir la trata de personas; proteger y ayudar a las víctimas de dicho delito, respetando plenamente sus derechos humanos, y promover la cooperación entre los estados partes para lograr esos fines (Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional).

La trata de personas es un grave delito que mueve millones en el mundo, ubicándose luego de la venta de droga y de armas, como el tercer negocio a nivel mundial. Según datos y estadísticas existentes, quienes lo padecen son en su gran mayoría (80%) mujeres y niñas; el 80% de las cuales son traficadas con fines de explotación sexual. 

En este contexto, al tratar a la mujer como un objeto -como mercancía: comprándola, vendiéndola, cambiándola- la forma de esclavitud sexual es una de las más aberrantes, ya que al mismo tiempo va degradando y destruyendo a autoestima y la personalidad de la mujer.

Es decir que, a partir de la comprobada circunstancia de que los prostíbulos y los proxenetas generan el terreno fértil a la esclavitud sexual de la mujer (Convención de Naciones Unidas del año 1949 contra la trata y explotación sexual de las mujeres) y consagran una práctica social discriminatoria que afecta sus derechos humanos. Así, el artículo 6to. de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, que integra nuestro bloque de constitucionalidad, obliga a nuestro país a “suprimir” la explotación de la prostitución de la mujer; de ahí la importancia de lograr una activa aplicación de esta ley para así propender a la eliminación del sistema prostibulario.

Pues bien, a pesar de que nos encontramos en un país abolicionista, actualmente se otorga autorización para funcionar a establecimientos que a pesar de no llevar el nombre de prostíbulos o casa de citas, se realizan actividades de explotación sexual. Los podemos encontrar bajo diversas denominaciones: night clubs, wisquerias, saunas u otras denominaciones, tratándose de lugares donde se explotan sexualmente a personas. Es decir que indirectamente, se está tolerando la existencia de lugares donde se realiza el delito de proxenetismo.

La ley que aquí presentamos pretende reducir a cero los lugares en donde se realicen actividades que signifiquen explotación sexual de personas. Y al mismo tiempo coloca a nuestra provincia a la vanguardia en lo referente al respeto al derecho y dignidad de las personas con una visión holística, de respeto y promoción de los derechos de las personas que son explotadas sexualmente, al establecer un organismo encargado de consolidar prácticas respetuosas de los derechos de las personas víctimas.

Proponemos dar una herramienta para cumplir, no solo con normas nacionales sino con el bloque normativo internacional que integra nuestra Constitución Nacional, con una visión de género y de respeto a los derechos humanos.

Vale traer al caso que, el Comité de la Cedaw (órgano de control del cumplimiento de dicha convención), en el 46ª período de sesiones (julio de 2010) en sus recomendaciones al Estado Argentino señaló que “Si bien encomia al Estado parte por haber empezado a reservar un lugar destacado a la cuestión de la trata de seres humanos en el temario nacional, preocupa al Comité el carácter transnacional del delito de trata y explotación de la prostitución, como por ejemplo la existencia de una red transfronteriza de agentes que captan mujeres para someterlas a trata, así como la reintegración de las víctimas en sus países de origen. Además, observa que es necesario colaborar con las estructuras conexas de ámbito provincial y municipal, especialmente en el norte de la Argentina y en las zonas del noreste, donde más abundan los grupos en situación de riesgo.”

Un informe comparado entre la situación en la Argentina, Chile y Uruguay, elaborado por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) entre el período 2000 a 2006 indica que “…a nivel internacional, la Argentina es considerado un país de destino para mujeres y niños víctimas de trata con fines de explotación sexual y laboral. La trata de personas con fines de explotación sexual compromete todo el territorio argentino” (OIM, 2006:19)

A todos estos antecedentes se suma uno que tiene relevancia primordial y que no puede pasar desapercibido a los tucumanos: la lucha que lleva adelante la Sra. Susana Trimarco quien, mientras busca a su hija Marita Verón, víctima de las redes de trata y prostitución sexual, va encontrando y rescatando a cientos de mujeres en distintas provincias, que eran víctimas de este flagelo.

Cabe resaltar que no se pretende desde ningún aspecto perseguir ni criminalizar a las personas en situación de prostitución: lo que se busca es accionar en el ámbito del explotador, de la persona que sostiene un sistema que trafica, explota y comercializa cuerpos de mujeres y niñas en su mayor parte. 

Se parte de la base de que esta conducta es un delito y así lo establecen nuestras leyes: la explotación y el sometimiento de los cuerpos de niños, niñas y mujeres en situaciones vulnerables. Se busca entonces que los lugares donde se realizan estas prácticas violatorias de derechos fundamentales sean clausurados en todo el territorio provincial. Además, desde la actuación de distintas oficinas del estado provincial, se busca también atender integralmente a las personas que sean rescatadas.

El estado se encuentra obligado a brindarle a toda persona que fue víctima de explotación sexual ajena una alternativa de vida. El Estado provincial no puede seguir avalando institucionalmente un modelo social que garantiza el uso colectivo de las mujeres más desfavorecidas y excluidas del sistema, ni las prácticas masculinas de acceso por precio a su cuerpo. 

Que quede claro: no se trata de una ley que busca cerrar lugares y no dar respuesta a la problemática existente en el fondo y no se trata de una ley que pretende perseguir a las mujeres en situación de prostitución: se trata de una norma que contiene el diseño de una política pública integral de parte del estado para encarar el flagelo de la explotación sexual, brindando a su vez, contención a las personas que estén en tal situación.

La presente, es una ley que plantea una acción integral para trabajar efectivamente en contra de la trata de personas en nuestra provincia, para terminar con la explotación sexual ajena y para contener a las personas que se encuentran en situación de prostitución y quieren revincularse con la sociedad. Se ha diseñado desde esta óptica un instituto encargado de realizar la aplicación de la ley, como también de instalar públicamente el tema e informando en la temática a fin de obtener verdaderos beneficios y cambios socio-culturales en la materia.

Nos proponemos así educar. La educación es la herramienta que encontramos para trabajar tanto en las distintas oficinas del estado como con la sociedad. Es necesario seguir profundizando la reflexión sobre la situación de desigualdad y vulnerabilidad en que se encuentran muchas mujeres como consecuencia de la violencia de género: la naturalización del trato del cuerpo humano como mercancía de intercambio es una prueba de ello.
En síntesis, lo que proponemos es un trabajo serio y consciente, tratando a las víctimas con respeto, brindando soluciones efectivas. Es nuestro deber promover a que se destierre la tolerancia en el tratamiento de estos casos, y que a partir de la educación y el trabajo articulado y multisectorial se convenza a la sociedad sobre la necesidad de erradicar la esclavitud sexual.

Es por todo lo expuesto que solicito a mis pares me acompañen con su voto.
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